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RECURSO DE REVISIÓN  121/2016.

COMISIONADO PONENTE: 

M.A.P. YOLANDA E. CAMACHO ZAPATA

PROYECTISTA: 


ÓSCAR VILLALPANDO DEVO
MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

ENTE OBLIGADO:

AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ, SAN LUIS POTOSÍ POR CONDUCTO DE SU PRESIDENTE MUNICIPAL Y OTRAS AUTORIDADES.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del 11 once de noviembre de 2016 dos mil dieciséis. 

VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
RESULTANDO:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia en el folio 00348916 cero, cero, trescientos cuarenta y ocho mil novecientos dieciséis, el 15 quince de agosto de 2016 dos mil dieciséis el MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ recibió una solicitud de acceso a la información pública en donde se le pidió la información siguiente
:
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£Qué pregunts el solicitante? £Qué le respondieron? Datos del recurso de revision
Dependencia que recibe la solicitud

Descripcién de la solicitud de informacién

Comision Estatal de Garantia de Acceso a la Informacion Publica

licencias de funcionamiento y licencias de anuncio de los meses de octubre,

Al
noviembre y diciembre de 2015, y de enero , febrero, marzo, abril, mayo, junio
ly julio de 2016 (de la direccion de comercio)
Archivo adjunto de la solicitud

(No hay archivo adjunto)

Regresar al reporte





solicito me envie (sic) de manera digital un documento en el cual me establezca los ingresos especificos (sic)  (unicamente (sic) cantidades de dinero) por concepto de licencias de funcionamiento y licencias de anuncio de los meses de octubre, noviembre y diciembre de 2015, y de enero , febrero, marzo, abril, mayo, junio y julio de 2016 (de la direccion (sic) de comercio)
SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 19 diecinueve de agosto de 2016 dos mil dieciséis el sujeto obligado notificó al solicitante, por el mismo medio electrónico, la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, misma que es como sigue
:
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Descripcién de la respuesta terminal [En respuesta a su solicitud de informacién con nimero de folio 00348916 Al
lasignado por la Plataforma Nacional de Transparencia San Luis Potosi; al
|respecto me permito hacer de su conocimiento que luego de las gestiones

Rildoosassie.doc

Archivo adjunto de respuesta terminal
Capacidad Max. 30MB

Regresar al reporte




En atención a su solicitud de información con número de folio 00280016 asignado por el Sistema INFOMEX, al respecto me permito hacer de su conocimiento que luego de las gestiones realizadas por la Unidad de Transparencia del Ayuntamiento de San Luis Potosí, con fundamento en lo dispuesto en el articulo 54 fracciones I, II y IV, así como el artículo 153 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, se remitió para su atención al  área del Gobierno Municipal competente, esto en términos del oficio  U.I.P. 1386/16.

Consecuencia de lo anterior, informo a Usted que se recibió lo siguiente:

•
Oficio número DADU/CAL/289/2016, recibido en fecha 11 (once) de julio de 2016, suscrito por la  Licenciada  María Concepción Vázquez Ojeda, Directora de Catastro y Desarrollo Urbano, por el que da atención a su solicitud de información. Documento  que se agrega al presente  en archivo digital, el   que consta de 01 (una) foja útil.

Ahora bien, referente al pago de derechos a que hace referencia la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano en el oficio - DADU/CAL/289/2016-  y derivado que no se cuenta con el mismo de manera digital como usted lo solicito, pone a su disposición en versión pública,  previo pago, copia simple de  02 (dos)  planos, de lotificación del fraccionamiento Residencial Morales, le informo que el costo por plano es de 5.00 SMG (salario mínimo general),  lo anterior acorde a lo previsto por el artículo 20  fracción I, inciso c), de la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí para el ejercicio Fiscal 2016 (dos mil dieciséis). El pago podrá efectuarlo en las oficinas de Control de Ingresos, ubicadas en Boulevard Salvador Nava Martínez número 1580 (mil quinientos ochenta) en la colonia  Santuario  de  esta  Ciudad, en días y horas hábiles. Ahora bien, se solicita además presente en esta  Unidad de Información Pública, el recibo de entero mediante el cual acredite el pago por la reproducción de la información por Usted solicitada, le informo además que la información se encontrará a su disposición por un periodo de sesenta días hábiles, previa identificación y constancia que se deje de ello.

Esta respuesta encuentra sus fundamentos en los artículos 3° fracción XVIII, 15°, 54° fracciones II y IV,  143°, 154° y 158° de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí en vigor.

Quedamos a la orden.
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TESORERIA MUNICIPAL
DIRECCION DE INGRESOS
OFICIO NO. TM/DI/662/2016

17 DE AGOTSO DE 2016

LIC. JESSICA ERIKA LUDIVINA ACOSTA CORREA
ENCARGADA DEL DESPACHO DE LA UNIDAD

DE INFORMACION PUBLICA

PRESENTE.

Por este conducto, en atencion a su oficio nimero U.l.P. 1658/16, de fecha 16 de agosto de 2016,
relacionado con la solicitud de acceso a la informacién con nimero de folio 348916, presentada a través de la
Plataforma Nacional de Transparencia, en la que literalmente se solicita: “... un documento digital en el cual me
establezca los ingresos especificos (unicamente cantidades de dinero) por concepto de licencias de
funcionamiento y licencias de anuncio de los meses de octubre, noviembre y diciembre de 2015, y enero,
febrero, marzo, abril, mayo, junio y julio de 2016 (de la direccién de comercio)...”, me permito comunicar a
Usted lo siguiente:

Los ingresos que este Municipio recaud6 por concepto de licencias de funcionamiento y licencias de
anuncios, se encuentran publicados en forma conjunta con los demés ingresos percibidos, en el portal de
transparencia de este ente obligado, al cual puede accesar en la direccion electronica http:/sanluis.gob.mx/acceso-
a-la-informacion/, siendo localizable al seleccionar, en el apartado del articulo 19, la pestafia correspondiente a la
Fraccion XI, denominada “Ingresos y Egresos”, posteriormente los rubros relativos a: s

2015

Ingresos Octubre 2015
Ingresos Noviembre 2015
Ingresos Diciembre 2015

Y V VYV

2016

Ingresos Enero 2016
Ingresos Febrero 2016
Ingresos Marzo 2016
Ingresos Abril 2016 .

Y V V V
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O bien, puede consultar, reproducir digitalmente e imprimir dicha informacion de manera directa en los
siguientes vinculos:

Octubre 2015 http://sanluis.qob. mx/wp-contentuploads/2015/1 /OCTUBRE-2015-1.pdf |
Noviembre 2015 http://sanluis.gob.mx/wp-content/uploads/2015/12/NOVIEMBRE-2015.pdf
Diciembre 2015 http://sanluis.gob.mx/wp-content/uploads/2016/01/DICIEMBRE-2015.pdf

Enero 2016 http://sanluis.gob.mx/wp-content/uploads/2016/03/Ingresos-enero-2016.pdf
Febrero 2016 http://sanluis.gob.mx/wp-content/uploads/2016/03/Ingresos-febrero-2016.pdf
Marzo 2016 hitp://sanluis.gob.mx/wp-content/uploads/2016/04/Ingresos-marzo-2016.pdf
Abril 2016 http://sanluis.gob.mx/wp-content/uploads/2016/05/Ingresos-abril-2016.pdf

Mayo 2016 http://sanluis.gob.mx/wp-content/uploads/2016/06/Ingresos-mayo-2016.pdf
Junio 2016 http://sanluis.gob.mx/wp-content/uploads/2016/07/Ingresos-junio-2016.pdf

Julio 2016 http://sanluis.gob.mx/wp-content/uploads/2016/08/Ingresos-julio-2016.pdf

Cabe agregar, que en los archivos digitales sefialados con antelacion, se detalla numero de entero, monto,
nombre del contribuyente, concepto y fecha de pago, por lo que la informacion relativa al monto recaudado por
licencias de funcionamiento y licencias de anuncios puede obtenerla de los mismos.

Finalmente, le hago saber que se atendi6 su solicitud de acceso a la informacion de la manera antes
precisada, en razén de que de conformidad con lo dispuesto en los articulos 59 y 151, de la Ley de Transparencia
y Acceso a la Informacion Publica del Estado de San Luis Potosi, los entes obligados deben proporcionar la
informacion solicitada en la modalidad en la que se encuentre: y, tomando en consideracion que acorde a lo
establecido en los articulos 60 y 61, del mismo ordenamiento, la obligacion de entregar la informacion que obra en
poder de los entes obligados, no implica su procesamiento, ni adecuacion al interés del solicitante.

En apoyo a lo anterior, se cita el criterio numero 9/10, emitido por el Instituto Federal de Acceso a la
Informacion y Proteccion de Datos Personales, que literalmente establece:

“Las dependencias y entidades no estan obligadas a generar documentos ad hoc para responder una
solicitud de acceso a /a informacion. Tomando en consideracion lo establecido por el articulo 42 de la Le
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Federal de Transparencia y Acceso a la Informacion Publica Gubernamental, que establece que las
dependencias y entidades sélo estaran obligadas a entregar documentos que se encuentren en sus archivos, las
dependencias y entidades no estan obligadas a elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de
informacion, sino que deben garantizar el acceso a la informacion con la que cuentan en el formato que la misma
asi lo permita o se encuentre, en aras de dar satisfaccion a la solicitud presentada.”

Sin otro particular por el momentoA]uedo de Usted.
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TERCERO. Interposición del recurso. El 23 veintitrés de agosto de 2016 dos mil dieciséis, mediante registro RR00031316 en la Plataforma Nacional de Transparencia, el solicitante de la información interpuso recurso de revisión en contra de la respuesta mencionada en el punto anterior, mismo que ese mismo día quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. 

CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 24 veinticuatro de agosto de 2016 dos mil dieciséis la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que por razón de turno, tocó conocer a la ponencia de la M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata por lo que se le turnó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

QUINTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 29 veintinueve de agosto de 2016 dos mil dieciséis la Comisionado Ponente:

· Registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-121/2016-2 PLATAFORMA.

· Admitió a trámite el presente recurso de revisión.

· Tuvo como entes obligados al AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ, SAN LUIS POTOSÍ por conducto de su PRESIDENTE MUNICIPAL a través de su TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA y de su DIRECCIÓN DE INGRESOS.
· Se le tuvo al recurrente por señalado dirección electrónica para oír notificaciones.

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Asimismo en ese auto la ponente expresó que el sujeto obligado debería informar a esta Comisión de Transparencia si la información que le fue solicitada:

· Se encontraba en sus archivos.

· Si estaba obligado a documentar esa información de acuerdo a sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante pidió –conforme a las características físicas de la información o del lugar en donde se encuentre y si la información se encuentra en una base de datos–.

· Se encontraba en una de las excepciones del derecho de acceso a la información como impedimento legal para su entrega –cuando se trate de información reservada o confidencial–. 

Por lo tanto, el ponente apercibió a las autoridades de que en caso de ser omisas para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso se aplicarían en su contra las medidas de apremio previstas en el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.

Por otra parte, la ponente ordenó el traslado a las autoridades con la copia simple del recurso de revisión; se les requirió a éstas para remitieran copia certificada del nombramiento que los acreditara como tales; para que señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; y que una vez, que sea decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.

Por último, y, en virtud de que el sujeto obligado en su respuesta a la solicitud de acceso a la información pública dijo que la información se encontraba en su página electrónica, la Comisionada ordenó que se remitiera el expediente al Sistema Estatal de Documentación y Archivo –en adelante el SEDA– para que en un plazo de tres días emitiera un dictamen en el que verificara lo dicho por la autoridad.

SEXTO. Informe de los sujetos obligados. Por proveído del 13 trece de septiembre de 2016 dos mil dieciséis la ponente del presente asunto tuvo:
· Por recibido el oficio U.I.P. 1859/16, firmado por el encargado del despacho de la UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA, junto con ocho anexos, dentro de los que se encontraba el oficio TM/DI/715/2016 firmado por el DIRECTOR DE INGRESOS de la TESORERÍA MUNICIPAL por medio del cual rendía su informe.

· Por reconocida su personalidad. 

· Por rendido en tiempo y forma el informe solicitado.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.

· Por señalado persona y domicilio para oír y recibir notificaciones.


Por otra parte, agregó el oficio SEDA-DG-112/2016 firmado por el Director de Archivos y encargado de los asuntos de despacho del SEDA en donde dio cumplimiento al informe que le fue requerido.

Respecto de la parte recurrente, se le tuvo por omiso en realizar las manifestaciones que a su derecho conviniera y para ofrecer las pruebas o alegatos correspondientes.

SÉPTIMO. Por auto del 3 tres de octubre de este año la ponente del presente asunto dio cumplimiento al acuerdo CEGAIP 877/2016 S.E. en donde se determinó la ampliación del plazo para resolver el presente asunto. 
Para concluir, la ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública. 
TERCERO. Legitimación. El recurrente se encuentra legitimado para interponer el recurso de revisión, ya que fue él quien presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta recaída a ésta es precisamente a aquél a quien le pudiese causar perjuicio.

CUARTO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 19 diecinueve de agosto de 2016 dos mil dieciséis el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Por lo tanto, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 22 veintidós de agosto al 12 doce de septiembre. 

· Se deben de descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los días  20 veinte, 21 veintiuno, 27 veintisiete y 28 veintiocho de agosto, así como el día 25 de ese mes por ser de asueto para esta Comisión de Transparencia; también no se cuentan los días 3 tres, 4 cuatro, 10 diez y 11 once de septiembre.

· Consecuentemente si el 23 veintitrés de agosto de este año el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.  


QUINTO. Certeza del acto reclamado. Son ciertos los actos reclamados atribuidos a los entes obligados en virtud de que así lo reconocieron en su informe.


Lo mismos sucede para el TITULAR del sujeto obligado en virtud de que, a pesar de que fue omiso en rendir el informe que le fue solicitado, así se desprende de autos ya que en la especie por tratarse de una solicitud de acceso a la información pública aquél es el titular de la aquí autoridad obligada.


SEXTO. Causales de improcedencia. En la especie el DIRECTOR DE INGRESOS de la TESORERÍA MUNICIPAL del sujeto obligado al momento de rendir su informe expresó que se actualizaba la causal de improcedencia prevista en el artículo 179, fracción IV, relacionada con el artículo 167, fracciones V y VIII, ambos preceptos de la Ley de Transparencia relativos a que la entrega de la información no correspondía a lo solicitado y a que la entrega o puesta a disposición de información se encontraba en un formato incomprensible o no accesible para el solicitante.

Ahora, dichos artículos establecen lo siguiente:

ARTÍCULO 167. El recurso de revisión procederá en contra de:

[…]

V. La entrega de información que no corresponda con lo solicitado;
[…]

VIII. La entrega o puesta a disposición de información en un formato incomprensible y/o no accesible para el solicitante;

ARTÍCULO 179. El recurso será desechado por improcedente cuando:

[…]

IV. No actualice alguno de los supuestos previstos en el artículo 167 de la presente Ley;


Así, el primer artículo citado y sus fracciones refieren la procedencia del recurso y que es cuando la entrega de información no corresponde con lo solicitado y que la entrega o puesta a disposición de información fue en un formato incomprensible y/o no accesible para el solicitante;

En el caso, lo que el recurrente reclama es precisamente que no se encuentra la información que solicitó, toda vez que no son claros los ingresos por parte de la Dirección de Comercio –licencias de funcionamiento y licencias de anuncios– en los links que le proporcionaron, ya que aparecían de manera general todos los ingresos por parte de todas las dependencias del gobierno municipal y que el recurrente solicitó los ingresos por concepto de licencias de anuncios y licencias de funcionamiento de la Dirección de Comercio de los periodos que mencionó, sin embargo, el presente recurso no se puede desechar por improcedente porque, contrario a lo afirmado por el ente obligado, este recurso sí procede, pues lo que el recurrente reclama es uno de los supuestos que prevé el propio artículo 167, en el caso, la fracción V, es decir, que lo que el recurrente reclama sí se encuentra dentro de una procedencia de las hipótesis que prevé el referido artículo, sin que, en un momento dado le asista la razón o no al referido inconforme, ya que se insiste, en este apartado se estudia la procedencia del recurso, que se reitera, en la especie precisamente lo que hace factible es que el recurrente alega es, que de acuerdo a él, la entrega de la información no corresponde con lo solicitado, de ahí la procedencia por encuadrar en el artículo  y fracción citado.


Por ello, no proceden las causales de improcedencia alegadas por el sujeto obligado.

Por último, las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, esta Comisión de Transparencia advierte que se actualiza la causal prevista en el artículo 179, fracción V en relación con el artículo 168, fracción II, y 169 de la Ley de Transparencia que son como siguen:

ARTÍCULO 179. El recurso será desechado por improcedente cuando:

[…]

V. No se haya desahogado la prevención en los términos establecidos en el artículo 168 de la presente Ley;

ARTÍCULO 168. El recurso de revisión deberá contener:

[…]

II. El nombre del solicitante que recurre o de su representante y, en su caso, del tercero interesado, así como la dirección o medio que señale para recibir notificaciones;…

ARTÍCULO 169. Si el escrito de interposición del recurso no cumple con alguno de los requisitos establecidos en el artículo anterior y la CEGAIP no cuenta con elementos para subsanarlos, se prevendrá al recurrente, por una sola ocasión y a través del medio que haya elegido para recibir notificaciones, con el objeto de que subsane las omisiones dentro de un plazo que no podrá exceder de cinco días, contados a partir del día siguiente de la notificación de la prevención, con el apercibimiento de que, de no cumplir, se desechará el recurso de revisión.

La prevención tendrá el efecto de interrumpir el plazo que tienen la CEGAIP para resolver el recurso, por lo que comenzará a computarse a partir del día siguiente a su desahogo.

No podrá prevenirse por el nombre que proporcione el solicitante.


Ahora uno de los preceptos establece que el recurso de revisión deberá de contener el nombre del solicitante que recurre o de su representante.


Así, si el escrito de interposición del recurso no cumple con alguno de los requisitos establecidos y la CEGAIP –no cuenta con elementos para subsanarlos– se prevendrá al recurrente, por una sola ocasión y a través del medio que haya elegido para recibir notificaciones, con el objeto de que subsane las omisiones dentro de un plazo que no podrá exceder de cinco días, contados a partir del día siguiente de la notificación de la prevención, con el apercibimiento de que, de no cumplir, se desechará el recurso de revisión.

Pese a lo anterior, no podrá prevenirse por el nombre que proporcione el solicitante.

Así pues, esta Comisión de Transparencia al no poder requerir al recurrente por el nombre de éste en virtud de que existir una prohibición expresar, en el caso, resulta claro que no se cumplió con el requisito que le impone el artículo 168, fracción II de la Ley de Transparencia, ya que el recurrente no expresó propiamente un nombre.


Para llegar a la anterior conclusión fue porque de conformidad con el primer párrafo del artículo 1°
 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esa Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la propia Constitución establece y, ello se replica en el segundo párrafo del artículo 6°
 de la propia Constitución.
Lo anterior se sustenta con la jurisprudencia VI.3o.A. J/4 (10a.) sustentada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  Décima Época, agosto de 2013, Libro XXIII, Tomo 3, página 1408,  Materia Constitucional, cuyo rubro y texto es:

DERECHO A LA DIGNIDAD HUMANA. ES CONNATURAL A LAS PERSONAS FÍSICAS Y NO A LAS MORALES. Del proceso legislativo que culminó con la reforma al artículo 1o., de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, se advierte que la intención del Constituyente Permanente de sustituir en su primer párrafo la voz "individuo" por "personas", es la de utilizar una expresión que no se refiera a un género en particular y abarcar "a todo ser humano titular de iguales derechos y deberes emanados de su común dignidad y en los casos en que ello sea aplicable debe ampliarse a las personas jurídicas.". Ello evidencia que, por regla general, las personas morales -previstas en el artículo 25 del Código Civil Federal- son titulares de los derechos humanos reconocidos en la propia Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, sin embargo, por su condición de entes abstractos y ficción jurídica, no pueden gozar de ciertos derechos privativos del ser humano, como ocurre con la dignidad humana, que es connatural a toda persona física. Esto, ya que dicho concepto tutela el derecho a ser reconocido y a vivir en y con la dignidad de la persona humana, y del cual se desprenden todos los demás derechos, necesarios para que los individuos desarrollen integralmente su personalidad, dentro de los que se encuentran, entre otros, los relativos a: la vida, la integridad física y psíquica, al honor, a la privacidad, al nombre, a la propia imagen, al libre desarrollo de la personalidad, al estado civil y el propio derecho a la dignidad personal.


Como se ve, el Pacto Federal refiere a las personas y, entiéndase éstas tanto físicas como morales, de acuerdo a los artículos 22 y 25
 del Código Civil Federal.

En este asunto, no se está en presencia de alguna persona moral, ya que no se está ante alguno de los supuestos del artículo 25 del Código Civil Federal, dado que el nombre que el recurrente expresó no se refiere a cualquiera de las hipótesis de ese artículo  mencionado. 


Así pues, en el Estado Mexicano la protección de los derechos humanos debe de ser precisamente a éstos, es decir, tanto a personas físicas o morales.


De ahí que, una persona física de conformidad con los artículos 58 del Código Civil Federal y 67
 de la Ley del Registro Civil del Estado refieren en esencia que el acta de nacimiento contendrá el nombre y apellidos que le correspondan, sin que por motivo alguno puedan omitirse.
En esta misma tesitura la Constitución Política del Estado en su título segundo que se llama DE LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES está establecido en su artículo 6°
 que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y esa Constitución son la ley suprema del Estado, que las leyes y demás ordenamientos que de ellas emanen conforman su estructura jurídica y que para la prevalencia y conservación del estado de derecho, todas las autoridades y servidores públicos, así como todos los habitantes del Estado estarán obligados a respetar y obedecer dichas leyes. Además, que para garantizar el derecho de acceso a la información, en el ordenamiento local, dentro del título tercero denominado DE LOS SISTEMAS DE PROTECCION DE DERECHOS, Y EL MEDIO DE ATENCION DE CONTROVERSIAS en su artículo 17, fracción III, primer párrafo
 menciona que el Congreso del Estado expedirá las leyes a las que deban ajustarse los servidores públicos y las autoridades, para facilitar el acceso al ejercicio de los derechos de sus ciudadanos; esos ordenamientos deberán atender el sistema para garantizar el acceso a la información pública y que en el Estado de San Luis Potosí es derecho humano de todas las personas, conocer y acceder a la información pública, con las excepciones previstas en esta Constitución, y en la ley de la materia.
De lo anterior es claro que toda persona tiene derecho de acceder a la información pública, pues es una prerrogativa constitucional.
Por tanto, para hacer efectivo ese derecho, el 9 nueve de mayo de 2016 dos mil dieciséis fue publicada en el Periódico Oficial del Estado la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado que es reglamentaria del artículo 17, fracción III, de la Constitución Política del Estado y en la que en el capítulo I, del Titulo Séptimo llamado DE LOS PROCEDIMIENTOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA se estableció en el artículo 168, fracción II, los requisitos que debe de contener el recurso de revisión, en el caso, entre otros requisitos, el nombre del solicitante que recurre.
Esto es, que es indispensable para interponer un recurso que el mismo conste del nombre del solicitante que recurre.

De lo expuesto, es evidente que tanto la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como la Constitución Política del Estado y la propia Ley de Transparencia garantizan y protegen el derecho de acceso a la información de las personas.
Así, la persona física al ejercer su derecho de acceso a la información pública debe de cumplir con los requisitos que le marca la propia Ley de Transparencia  como poner el nombre de quien recurre y, entiéndase éste como al nombre propio y apellidos, pues el nombre propio es impuesto por quien declara el nacimiento de una persona y se respeta la voluntad de los progenitores, pudiendo ser simple o compuesto y los apellidos serán el del padre y el de la madre o, en su caso, sólo los de aquél o los de ésta en el supuesto de reconocimiento por separado, esto de acuerdo con el artículo 19
 del Código Civil del Estado y, esta formalidad del nombre y apellidos de la persona debe de asentarse en el acta de nacimiento de conformidad con el artículo 67 de la Ley del Registro Civil del Estado, de ahí que el nombre sea uno de los atributos de las personas físicas.
Por ello, para hacer efectiva la garantía constitucional del derecho de acceso a la información debe de ser a la persona y ésta, debe de contar con un nombre y apellidos, para que así quede asentado un atributo de la persona física que es precisamente el nombre y con éste –el nombre– se ejercita la interposición del recurso de acuerdo a la fracción II del artículo 168 de la Ley de Transparencia, que establece el requisito que debe de contener el recurso.
Por lo anterior, el recurrente al utilizar como nombre en el recurso un dicho como A CHUCHITA LA BOLSEARON Y LA CHINGARON a juicio de esta Comisión de Transparencia resulta claro que utilizó un seudónimo ya que es evidente que un dicho popular
 de México, no puede considerarse como un nombre, al grado de que el mismo per se, resulta, incluso ofensivo, ya que de conformidad con el Diccionario de la Lengua Española
 chingar significa en su primera definición  Importunar, molestar a alguien.
Consecuentemente, aunque la propia Ley de Transparencia en su artículo 146, fracción I, refiere que para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos, entre otros el nombre, empero, la información sobre el nombre en todo caso será proporcionada por el solicitante de manera opcional y que, en ningún caso, la exigencia del nombre podrá ser un requisito indispensable para la procedencia de la solicitud, en otras palabras, en la solicitud de acceso a la información pública se puede o no poner en nombre.

Así pues, el nombre es un atributo de las personas que permite individualizarlas y distinguirlas unas de otras, a fin de identificarlas y establecer su filiación, por lo que en virtud del principio de seguridad jurídica, las personas tienen el deber de ostentarse con su propio nombre en sus relaciones frente a particulares o autoridades, por ello la fracción II, del artículo 168, de la Ley de Transparencia dispone deberá contener el nombre del solicitante que recurre, es decir, que las personas tienen el deber de ostentarse con su propio nombre, por lo que se concluye que la omisión o irregularidad de tal requisito puede considerarse como una anomalía, que de resultar evidente –como en el caso al tratarse de un dicho popular– no hace ni siquiera necesario que el recurrente sea prevenido, a fin de que la subsane porque el legislador previó expresamente que el caso de una irregularidad u omisión en el nombre propio del recurrente no se podría prevenir, por tanto, a fin de colmar esa exigencia jurídica, y con apoyo en el artículo 17 de la Constitución Federal, este órgano colegiado considera que no existe obstáculo para que se hubiese regularizado la expresión del nombre propio del recurrente, pues es precisamente para dar certeza de que, quien recurre lo hace con su nombre propio, sin embargo, a juicio de esta Comisión de Transparencia un dicho popular no puede tenerlo como un nombre propio.

Por tanto, si el legislador previó mediante el artículo 168, fracción II de la Ley de Transparencia los requisitos del recurso y, entre los que se encontraba el nombre de quien recurre, fue para que éste (persona) hiciera efectivo su derecho humano de acceso a la información pública mediante el correspondiente medio de impugnación.

Es por ello, que si una respuesta a una solicitud de acceso a la información pública a juicio del recurrente no satisface al solicitante, éste podrá interponer el recurso de revisión ante este órgano colegiado, esto es que se estableció el mecanismo de impugnación mediante el cual se asegurara dicho derecho humano, pues mediante los referidos mecanismos se cerciora el respeto a la garantía de seguridad jurídica establecida en la Ley de Transparencia, esto es, en términos del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por ello, el solo hecho de que se tramite un recurso en la forma incorrecta y no pueda ser requerido para su aclaración, es precisamente con el fin de que sea asegurado su derecho fundamental de acceso a la información pública, de ahí que se insista la no tratarse de un  nombre como tal, sino un dicho, es obvio que no cumplió con un requisito que establece la ley reglamentaria del artículo 17, fracción III de la Constitución Política del Estado, requisito “sine qua non” (sin el cual no) para poder ejercer su derecho de acceso a la información pública.
Así el recurso de revisión al ser un medio de impugnación que otorga la Ley de Transparencia
 en contra de los actos o resoluciones que de cualquier forma no satisfagan las solicitudes de acceso a la información y que mediante dicho recurso el recurrente busca a través de los motivos de inconformidad que esta Comisión de Transparencia en su momento modifique o revoque la respuesta, el requisito del nombre es indispensable, ya que, el legislador no estableció –como sí lo hizo en el caso de las solicitudes– de que el nombre fuera opcional, pues en el referido recurso no, o sea, que necesariamente debe de contar el nombre con las características ya apuntadas y, no un dicho como se ha visto.

Sirve de sustento a lo expuesto la tesis II.1o.A.32 K sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, que puede ser localizada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, enero de 2006,  Tomo XXIII, página 2356, Materia Común cuyo rubro y texto es:  

DEMANDA DE AMPARO. CASO EN QUE PROCEDE LA ACLARACIÓN DEL NOMBRE DEL QUEJOSO. El nombre, en el derecho, es un atributo de las personas que permite individualizarlas y distinguirlas unas de otras, a fin de identificarlas y establecer su filiación, por lo que en virtud del principio de seguridad jurídica, las personas tienen el deber de ostentarse con su propio nombre en sus relaciones civiles. Así, el artículo 116, fracción I, de la Ley de Amparo dispone que las personas tienen el deber de ostentarse con su propio nombre en el juicio de garantías. Del mismo modo, la omisión o irregularidad de tal requisito puede considerarse como una irregularidad de la demanda que, de conformidad con el artículo 146 de la citada ley, de resultar evidente, hace necesario que el quejoso sea prevenido, a fin de que la subsane, y de esa manera acceder a la impartición de justicia. Sin embargo, el legislador no previó expresamente el caso de una irregularidad u omisión en el nombre propio del quejoso, que éste advierta y no resulte evidente para el juzgador. Por tanto, a fin de colmar esa laguna jurídica, y con apoyo en una interpretación analógica, teleológica, y sistemática de los artículos 17 constitucional, 116 y 146 de la invocada ley, y a la luz de la garantía de acceso a la jurisdicción, este tribunal considera que no existe obstáculo para que se regularice la expresión del nombre propio del quejoso que se haya enunciado en forma incompleta en la demanda de garantías, si es éste quien, sin mediar prevención, formula la aclaración correspondiente, siempre que para no vulnerar el principio de seguridad jurídica, tal regularización se apoye en elementos que permitan establecer con certeza que el quejoso es la misma persona que la que ostenta el nombre propio o de pila que se pretende regularizar, y que ello se realice dentro del plazo de tres días establecido en el mencionado artículo 146, el cual deberá contarse a partir del día siguiente a la presentación de la demanda de amparo.

Sin que sea el caso requerir al inconforme, pues ya se ha dicho que hay una prohibición expresa.
Así las cosas, al no colmarse el requisito del nombre que la Ley de Transparencia exige para interponer el recurso de revisión, esta Comisión de Transparencia con fundamento en el artículo 169 de la Ley de Transparencia desecha el presente recurso.

 Archivo.


Que una vez que la presente resolución sea notificada a las partes, la ponencia mande archivar el presente asunto como totalmente concluido. 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

RESOLUTIVO 

ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública desecha el presente recurso por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando sexto de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por la Comisionado M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata, Comisionado Supernumerario José de Jesús Cárdenas Turrubiartes y Comisionado MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente la primera de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Ejecutiva que da fe, firman esta resolución.  
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*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA REVISIÓN 121/2016-2 QUE FUE INTERPUESTO EN CONTRA DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ POR CONDUCTO DE SU TITULAR Y OTRAS AUTORIDADES Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL 11 ONCE DE NOVIEMBRE  DE 2016.

L/OVD. 
� Visible en la foja 1 de autos.





� Visible en la fojas 1, 2, 4, 5 y 6 de autos.





� Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.


� Artículo 6o. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado.


Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.


� Artículo 22.- La capacidad jurídica de las personas físicas se adquiere por el nacimiento y se pierde por la muerte; pero desde el momento en que un individuo es concebido, entra bajo la protección de la ley y se le tiene por nacido para los efectos declarados en el presente Código.


Artículo 25.- Son personas morales: I. La Nación, los Estados y los Municipios; II. Las demás corporaciones de carácter público reconocidas por la ley; III. Las sociedades civiles o mercantiles; IV. Los sindicatos, las asociaciones profesionales y las demás a que se refiere la fracción XVI del artículo 123 de la Constitución Federal; V. Las sociedades cooperativas y mutualistas; VI. Las asociaciones distintas de las enumeradas que se propongan fines políticos, científicos, artísticos, de recreo o cualquiera otro fin lícito, siempre que no fueren desconocidas por la ley. VII. Las personas morales extranjeras de naturaleza privada, en los términos del artículo 2736.


� Artículo 58.- El acta de nacimiento se levantará con asistencia de dos testigos. Contendrá el día, la hora y el lugar del nacimiento, el sexo del presentado, el nombre y apellidos que le correspondan; asimismo, la razón de si se ha presentado vivo o muerto; la impresión digital del presentado. Si éste se presenta como hijo de padres desconocidos, el Juez del Registro Civil le pondrá el nombre y apellidos, haciéndose constar esta circunstancia en el acta. 


ARTÍCULO 67. El acta de nacimiento se extenderá con asistencia de dos testigos que puedan ser designados por las partes interesadas. Contendrá el día, la hora y el lugar del nacimiento, el sexo del presentado, el nombre y apellido que se le ponga, sin que por motivo alguno puedan omitirse; y la razón de si se ha presentado vivo o muerto. Se tomará al margen del acta la impresión digital del presentado. 


� ARTÍCULO 6o.- La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y esta Constitución son la ley suprema del Estado. Las leyes y demás ordenamientos que de ellas emanen conforman su estructura jurídica.


Para la prevalencia y conservación del estado de derecho, todas las autoridades y servidores públicos, así como todos los habitantes del Estado estarán obligados a respetar y obedecer dichas leyes.


� ARTICULO 17. -El Congreso del Estado expedirá las leyes a las que deban ajustarse los servidores públicos y las autoridades, para facilitar el acceso al ejercicio de los derechos de sus ciudadanos; esos ordenamientos deberán atender: […] III. El sistema para garantizar el acceso a la información pública. En el Estado de San Luis Potosí es derecho humano de todas las personas, conocer y acceder a la información pública, con las excepciones previstas en esta Constitución, y en la ley de la materia.


� ART. 19.- El nombre de las personas físicas se forma con el nombre propio y sus apellidos. 


El nombre propio, será impuesto por quien declare el nacimiento de una persona, respetando la voluntad de los progenitores, pudiendo ser simple o compuesto y los apellidos serán él del padre y el de la madre o, en su caso, sólo los de aquél o los de ésta en el supuesto de reconocimiento por separado.


�http://sipse.com/novedades/a-chuchita-la-bolsearon-historia-robo-origen-de-la-frase-frases-mexicanas-dichos-mexicanos-cancun-quintana-roo-novedades-sipse-204369.html


� http://dle.rae.es/?id=8pLhBqB


� ARTICULO 163. Contra los actos o resoluciones que de cualquier forma no satisfagan las solicitudes de información, sólo procede el recurso de revisión que se interpondrá conforme a lo establecido en la presente Ley.





